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Resumen. En este trabajo se presentan algunas de las conclusiones extraídas de un estudio realizado en 2014 y
actualizado en 2015 sobre los recursos de acogimiento residencial existentes en Galicia.
En nuestra investigación se han analizado el número de menores acogidos y el tipo de centros de atención resi-
dencial en los que se encuentran. De igual modo, se ha identificado el perfil del menor, el tipo de profesional y
los programas que se implementan en estos centros.
Si bien las intervenciones y atenciones prestadas en dispositivos de acogimiento residencial implican una impor-
tante especialización, estas tareas han de ser necesariamente más específicas en el caso de menores que presen-
tan una discapacidad o una situación de dependencia. En base a esta hipótesis, se recogen las atenciones especí-
ficas que la normativa vigente en España contempla para los menores con discapacidad en medidas de acogimiento.
Las conclusiones apuntan a un alto número de acogimientos residenciales en Galicia en contraste con los de Es-
paña, así como la necesidad de una mayor coordinación y especialización en los programas de atención específi-
cos para personas con diversidad funcional y/o necesidades educativas especiales en los centros de acogimiento
residencial de Galicia.
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[en] Attention to disability in residential care facilities
Abstract. This work presents some of the conclusions taken from a study carried out in 2014 and updated in 2015
on current residential care facility resources in Galicia.
Our research analysed the number of minors in care and the type of residential care facilities in which they are
placed. We also identified the minor’s profile, types of professional and the programmes that are implemented in
these facilities.
Though interventions and care provided in residential care facilities entail significant specialization, these tasks
must necessarily be more specific in the case of minors presenting a disability or in a situation of dependency. On
the basis this hypothesis, we list the specific residential care measures that are contemplated for minors with
disabilities according to applicable Spanish law.
The conclusions point to a high number of residential care facilities in Galicia compared with the rest of Spain,
as well as to the need for better coordination and specialization in terms of specific care programmes for people
with functional diversity and/or special educational needs in Galician residential care facilities.
Keywords: minors; disabled children; child protection; residential care.
Sumario: Introducción. 1. El ejercicio de la guarda. Los programas de acogimiento. 2. El acogimiento de
tipo residencial. 3. La atención de los menores con diversidad funcional. 4. Metodología. 5. Resultados.
6. Conclusiones. 7. Referencias bibliográficas.
Cómo citar: González-Rodríguez, R. & Gallego Fernández, M. C. (2017) La atención a la discapacidad en los
recursos de acogimiento residencial, en Cuad. trab. soc. 30(2), 403-415.





Universidade de Vigo, España 
rubgonzalez@uvigo.es





404 González-Rodríguez, R.; Gallego Fernández, M. C. Cuad. trab. soc. 30(2) 2017: 403-415
Introducción
El trabajo de investigación realizado se ha
planteado como un estudio para conocer có-
mo se organizan los dispositivos que desarro-
llan los programas de acogimiento residen-
cial para niños y adolescentes. Se han
identificado y analizado las características de
estos centros de protección, su titularidad, el
número de plazas que ofertan desagregadas
por provincias, los técnicos que trabajan en
ellos y los programas de atención que rea-
lizan.
En relación a la titularidad de los centros,
hemos identificado tanto los centros propios
de la Administración como los que dependen
de entidades privadas o de entidades de ini-
ciativa social autorizados, todos ellos, por la
Xunta de Galicia y recogidos en el Registro
único de entidades prestadoras de Servicios
Sociales. Así mismo hemos determinado
cuántas plazas corresponde a cada uno de es-
tos centros contrastando los recursos públi-
cos y los privados. Hemos seleccionado para
el estudio la Comunidad Autónoma en la que
desarrollamos nuestra actividad profesional,
esto es, Galicia.
En este artículo realizaremos una prime-
ra aproximación al concepto y contenido del
acogimiento. Como veremos, en los casos en
que se acuerda una medida de guarda para un
menor será necesario implementar un progra-
ma de acogimiento que puede ser familiar o
residencial. Como se ha señalado previamen-
te, será en este último en el que focalizare-
mos nuestro interés. Seguidamente vincula-
remos el acogimiento residencial con las
atenciones específicas que necesitan los ni-
ños y adolescentes que presentan alguna dis-
capacidad. Finalmente presentaremos los re-
sultados y las conclusiones desprendidas de
los mismos, así como las perspectivas de fu-
turo que aportan la nueva Ley Orgánica
8/2015, de 22 de julio, de modificación del
sistema de protección a la infancia y a la ado-
lescencia y la Ley 26/2015, de 28 de julio, de
modificación del sistema de protección a la
infancia y a la adolescencia (que vinieron a
modificar en algunos aspectos la Ley Orgá-
nica 1/1996, de 15 de enero, de protección ju-
rídica del menor (LOPJM) en relación a los
menores con discapacidad, de las que subra-
yamos las principales aportaciones.
1. El ejercicio de la guarda. Los progra-
mas de acogimiento
En ocasiones, los técnicos del ámbito socioe-
ducativo nos enfrentamos a un reto especial:
se nos encomienda el acogimiento tempo-
ral de menores, niños y niñas y adolescen-
tes que, por una u otra causa, están privados 
de la convivencia con sus progenitores y fa-
milias.
La protección del menor está recogida en
diferentes artículos de la Constitución espa-
ñola, iniciándose después el oportuno de-
sarrollo legislativo y reglamentario para 
hacerla efectiva. Dentro de la legislación es-
pañola, cabe destacar la Ley Orgánica 1/1996,
de protección jurídica del menor y, en espe-
cial, la recién aprobada Ley Orgánica 8/2015,
de 22 de julio, de modificación del sistema
de protección a la infancia y a la adolescen-
cia y la Ley 26/2015, de 28 de julio, de mo-
dificación del sistema de protección a la in-
fancia y a la adolescencia que vinieron a
modificar en algunos aspectos la Ley Orgá-
nica de protección jurídica del menor.
En toda esta legislación se recoge que la
entidad pública competente podrá asumir la
guarda de los menores tutelados por encon-
trarse en una situación de desamparo, o bien
cuando los padres o tutores no puedan cuidar
de un menor o cuando así lo acuerde el juez
(art. 19, Ley Orgánica de protección jurídica
del menor). La entidad pública asume, por lo
tanto, el cuidado y provisión de las necesida-
des materiales y morales del menor, facilitan-
do su desarrollo social y personal.
La guarda puede constituirse por diferen-
tes motivos, tales como:
1) Por decisión judicial, cuando se obser-
ve incapacidad de los padres o tutores; o
2) A petición de los padres o tutores,
cuando estos no puedan cuidar del menor de-
bido a circunstancias graves (art. 172, Códi-
go Civil).
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Del mismo modo, la guarda cesa a peti-
ción de los padres, por decisión judicial o al
constituirse una tutela del menor por otra fa-
milia.
La guarda, como medida de protección del
menor, supone para quien la ejerce la obliga-
ción de velar por la persona menor de edad,
tenerla en su compañía, alimentarla, educar-
la y procurarle una atención y formación in-
tegral (Xunta de Galicia, 2013)3. El conteni-
do de esta medida está previamente regulado
para las medidas de acogimiento (art. 2, Ley
21/1987, de 11 de noviembre).
El ejercicio de la guarda por la entidad pú-
blica competente será realizado a través del
acogimiento familiar o del acogimiento resi-
dencial en función de lo dictaminado por los
servicios públicos competentes; si bien es
preciso incidir en que es la entidad pública
correspondiente en cada comunidad la que
ostenta la tutela de los menores.
El acogimiento familiar se realizará por la
persona o personas que determine la entidad
pública; y el acogimiento residencial será
ejercido por el director del centro donde sea
acogido el menor, que ostentará su guarda y
custodia (art. 172.3, Código Civil).
En España, según los últimos datos ofi-
ciales de 2013, hay 35.045 menores en aco-
gimiento, de los cuales 13.401, esto es el 38,2
por ciento lo está en régimen residencial, y
21.644 (el 61,8 por ciento) en acogimiento
familiar (Observatorio de la Infancia, 2014,
p. 29). Aunque la tasa de acogimiento resi-
dencial haya bajado desde el año 2008, lo
cierto es que todavía hay 13.000 niños y ni-
ñas que están a la espera de poder crecer en
un contexto familiar no institucionalizado.
Aún así, es preciso señalar que las inter-
venciones con menores, en medio residen-
cial, han sufrido una evolución importante a
lo largo de los años. Sin ser exhaustivos en
esta cuestión, es importante indicar que, a
partir de la década de 1990, se introdujo en
muchos países el concepto de permanency
planning (Maluccio, Fein y Olmstead, 1986,
citado en Bravo y Del Valle, 2009), que abo-
ga por medidas preventivas de intervención
en el entorno familiar antes que cualquier se-
paración de las unidades familiares donde re-
siden los niños, niñas o adolescentes.
Del contenido de la legislación específi-
ca sobre protección del menor (Ley Orgáni-
ca de protección jurídica del menor, Ley Or-
gánica 8/2015, de 22 de julio, y Ley 26/2015,
de 28 de julio) se desprende que el acogimien-
to familiar tendrá carácter prioritario. Entre
los principios de la reforma de los centros de
protección a la infancia y a la adolescencia
han de priorizarse las medidas estables fren-
te a las temporales, las medidas consensua-
das frente a las impuestas, y las soluciones de
carácter familiar frente a las residenciales, en
especial para menores de seis años (art. 11,
Ley 26/2015, de 28 de julio). España viene
así a implementar las Directrices sobre las
modalidades alternativas de cuidado de los
niños, aprobadas en la Asamblea General de
Naciones Unidas (24 de febrero de 2010) que,
a su vez, ya habían sido establecidas en di-
versos documentos aprobados por el Servi-
cio Social Internacional.
Así, cuando la entidad pública competen-
te acuerde la acogida residencial de un me-
nor, teniendo en cuenta que es necesario que
tenga una experiencia familiar «(...), procu-
rará que el menor permanezca internado du-
rante el menor tiempo posible» (art. 21.1, Ley
Orgánica de protección jurídica del menor)
obligando a las entidades públicas a revisar,
en plazos concretos, las medidas de protec-
ción adoptadas, a través de un seguimiento
personal de cada niño, niña o adolescente y
una revisión de la medida de protección (art.
12, Ley 26/2015, de 28 de julio).
La Administración autonómica de Gali-
cia, como no puede ser de otro modo, tam-
bién asume estos criterios. Así, determina que
el programa de acogimiento residencial tie-
ne por finalidad prestar atención en un cen-
tro a aquellos menores que, por diferentes cir-
cunstancias sociofamiliares, necesitan ser
separados temporalmente de su núcleo fami-
liar y para los que «no es viable el acogimien-
3 Las referencias bibliográficas citadas en este artículo y que aparecen escritas originariamente en gallego, están traducidas
al español por los autores.
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to familiar». Añade, además, que los equipos
de atención al menor valorarán el acceso a es-
ta medida de forma subsidiaria, es decir, que
la familia y el resto de medidas de protección
del menor tendrán prioridad (Xunta de Gali-
cia, 2013).
2. El acogimiento de tipo residencial
La intervención en un centro residencial es
uno de los recursos del sistema de protección
infantil que busca responder a las necesida-
des de niños, niñas y, en especial, de los ado-
lescentes en situación de desamparo. Sin em-
bargo, a pesar de ser todavía un recurso muy
utilizado, sigue siendo el que más críticas re-
cibe (Cruz, 2009, 2011) puesto que se detec-
tan muchas carencias en los menores benefi-
ciarios de estos programas, principalmente
emocionales y afectivas (Del Valle y Fuertes,
2000).
Bronfenbrenner (1987) señala que el he-
cho de ser educado en una institución lleva
consigo un estigma, que puede convertirse en
una perspectiva inevitable de fracaso. Así
mismo Ferrandis (1993) analizó los efectos
para un menor de la separación de su medio
familiar y las múltiples pérdidas por su ingre-
so en un institución: la pérdida del vínculo
afectivo, de la identidad y de referentes so-
ciales. Así concluyó que la vida «artificial del
centro» genera desarraigo, marginación y un
sentimiento de inseguridad (como consecuen-
cia de la ruptura de su equilibrio personal) en
un periodo de la vida del menor que le exige
un esfuerzo extraordinario de adaptación.
Algunos estudios recientes en España
apuntan en la misma dirección. Analizando
los problemas de conducta de los adolescen-
tes en acogimiento preadoptivo, residencial y
con familia extensa, los adolescentes en aco-
gimiento residencial son los que han presen-
tado mayor porcentaje de problemas en con-
ducta delincuente, en conducta agresiva y en
problemas somáticos (Fernández-Molina, Del
Valle, Fuentes, Bernedo y Bravo, 2011).
Fernández, Hamido y Ortiz (2009) demos-
traron que el tiempo de acogimiento covaría
de forma positiva con las variables compor-
tamientos agresivos y problemas escolares y,
negativamente, con la variable adaptación so-
cial. También López (2010) analizó los efec-
tos perniciosos de la dilación de la institucio-
nalización, con estancias en acogimiento
residencial prolongadas hasta una media de
43 meses para la muestra analizada en su in-
vestigación.
Otras investigaciones recientes sobre el
acogimiento familiar en Galicia reiteran que
los propios profesionales de los centros per-
ciben que la medida de acogimiento residen-
cial «debe ser el último recurso a adoptar»; y
que, una vez establecida, «debe mantenerse
por el estricto tiempo necesario» en un entor-
no confortable, acogedor, cálido y, en una me-
dida similar en todo lo posible a un hogar fa-
miliar (Fernández, 2016).
En definitiva, tal y como deriva de la pro-
pia definición de la guarda, los centros de
protección de menores ofrecen alojamiento,
asistencia integral y una dotación de servi-
cios y programas especialmente orientados a
conseguir la normalización y la integración
sociofamiliar de los menores acogidos. Los
centros deben reproducir las condiciones de
vida del menor de la forma más próxima a la
de una familia normalizada, desde el forma-
to de la vivienda hasta su atención integral y
compensadora de sus deficiencias. Asimis-
mo, los centros deben proporcionar una aten-
ción comprensiva de las siguientes prestacio-
nes: alojamiento, mantenimiento, apoyo
psicosocial y educativo, seguimiento escolar,
promoción de la salud, animación planifica-
da del tiempo libre, formación en las habili-
dades sociales básicas y colaboración, apoyo
y orientación a las familias de los menores.
3. La atención de los menores con diversi-
dad funcional
El Sistema para la Autonomía y Atención a
las personas en situación de Dependencia
(SAAD) que se puso en marcha en España en
el año 2007 (Ley 39/2006, de 14 de diciem-
bre) desarrolla la creación, entre otros servi-
cios, de centros especializados en función de
los diferentes tipos de discapacidad. Para el
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acceso al sistema se requiere tener reconoci-
da administrativamente una situación de de-
pendencia, sin excluir a ninguna persona por
el grupo de edad al que pertenece.
Los servicios del área de discapacidad
(destinados a personas con una situación de
dependencia o discapacidad) están programa-
dos para menores desde los 16 años, edad en
la que finaliza el período de escolarización
obligatoria. No es frecuente que menores, a
los que se determinó como idónea la medida
de acogimiento residencial, participen en los
servicios propios del área de discapacidad y
dependencia. Tampoco se han estipulado me-
didas particulares (que no marginadoras) en
los programas de acogimiento residencial de
menores con problemática en sus condicio-
nes de salud, como en cambio se ha hecho en
el caso, por ejemplo, de las adopciones espe-
ciales (encaminadas a la adopción de adoles-
centes, grupos de hermanos, o menores con
enfermedades y/o discapacidades, etc.).
A todo lo expuesto hasta el momento, es
necesario añadir que los técnicos del área de
familia y menores y del área de discapacidad
y dependencia nos encontramos con dificul-
tades especiales, cuando cesa la medida de
acogimiento residencial por haber cumplido
el menor su mayoría de edad (aunque en mu-
chos casos la persona siga estando tutelado
por la propia Administración); pero que, de-
bido a sus condiciones de salud o discapaci-
dad sigue siendo necesaria su permanencia
en un servicio de atención residencial ade-
cuado a sus necesidades.
Teniendo en cuenta la revisión realizada
de investigaciones y leyes sobre medidas de
protección a la infancia, se considera de in-
terés estudiar los recursos y programas de los
centros que desarrollan el acogimiento de ti-
po residencial para determinar si los servi-
cios que se prestan son adecuados para la
atención a personas menores con diversidad
funcional.
4. Metodología
En nuestro estudio se han analizado los cen-
tros de atención residencial para menores au-
torizados, hasta este momento, por la Xunta
de Galicia. La metodología seguida para al-
canzar los objetivos pretendidos ha consisti-
do en la consulta y revisión de los datos re-
cogidos en el Registro único de entidades
prestadoras de Servicios Sociales (RUEPSS).
Este Registro es público, pertenece a la Ad-
ministración autonómica y con una parte de
sus contenidos de libre acceso para la ciuda-
danía4. Los datos con los que se ha trabajado
en este estudio han sido extraídos en su tota-
lidad por la versión de acceso público.
El criterio de inclusión en este estudio, por
lo tanto, es que las entidades tuviesen ese cen-
tro autorizado por la Administración. Como
la acreditación y autorización previa son un
requisito imprescindible para la prestación de
servicios, entendemos que nuestra muestra
de estudio es coincidente con la población de
centros ubicados en el territorio de la Comu-
nidad Autónoma de Galicia.
La revisión del Registro único de entida-
des prestadoras de Servicios Sociales se ha
llevado a cabo entre los meses de febrero y ju-
nio de 2014. Se han estudiado la totalidad de
centros de protección de la Comunidad Autó-
noma de Galicia, tanto los centros propios de
la Administración como los que dependen de
entidades privadas lucrativas o de entidades
de iniciativa social5. Asimismo se elaboró una
ficha descriptiva para cada uno de los recur-
sos localizados, indicando en la misma los da-
tos generales del recurso, las características
de los mismos y los programas que desarro-
llan. Después de las codificaciones correspon-
dientes se realizó el vaciado de los datos, em-
pleando para tal cometido el programa PASW
Statistic (SPSS 18). Del mismo modo, emple-
amos las tablas y representaciones gráficas
que consideramos de interés, con el fin de dar
4 Disponible en el enlace: https://benestar.xunta.es/XiacWeb/ [acceso 15 de julio de 2014]. Actualizado el 5 de diciembre de
2015.
5 Según el Decreto 329/2005, de 28 de julio, por el que se regulan los centros de menores y los centros de atención a la in-
fancia en Galicia, podemos encontrarnos con: casas de primera acogida, casas de familia, miniresidencias, residencias, cen-
tros con hogares, centros de reeducación, centros de atención específica, viviendas tuteladas, viviendas de transición a la
vida autónoma, centros con talleres formativos y centros de atención de día.
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respuesta a los objetivos establecidos en la in-
vestigación facilitando, de este modo, una me-
jor interpretación de los datos obtenidos.
Además de los datos extraídos del Regis-
tro único de entidades prestadoras de Servi-
cios Sociales, hemos trabajado con los datos
de la Estadística de protección de menores
2014 (Xunta de Galicia, 2015), correspon-
diente al mismo año natural y la última dis-
ponible de acceso público. Para facilitar la
explotación de los datos, de ella extraemos la
definición de las tipologías de centros exis-
tentes que coinciden con las categorías de una
de nuestras variables a estudio:
— Centros con hogar: son equipamien-
tos residenciales distribuidos en unidades de
convivencia de un máximo de 10 plazas en
cada una. Por las características del mismo,
a esta tipología adscribimos un único centro
que estaba tipificado, en el Registro único de
entidades prestadoras de Servicios Sociales,
como residencia.
— Miniresidencias: instaladas en vivien-
das normalizadas, con una capacidad máxi-
ma de 15 plazas.
— Casas de familia: situadas en vivien-
das normalizadas (pisos o viviendas unifami-
liares), integradas en la comunidad y con una
capacidad máxima de 8 plazas.
— Viviendas tuteladas: espacios norma-
lizados, para menores próximos a cumplir la
mayoría de edad. Tienen una capacidad má-
xima de 8 plazas.
— Viviendas de transición a la vida au-
tónoma, o viviendas asistidas, para jóvenes
mayores de edad (ex-tutelados), que necesi-
tan apoyo para alcanzar su autonomía defini-
tiva. Funcionan en régimen de autogestión,
bajo la supervisión técnica externa de un edu-
cador.
Atendiendo a su gestión, los centros pue-
den ser:
— Propios o gestionados directamente
por la Xunta de Galicia, a través de personal
propio.
— Colaboradores o gestionados por una
Entidad prestadora de servicios sociales.
5. Resultados
5.1. Sobre el programa de acogimiento fa-
miliar y el número de menores acogidos
Como apuntábamos inicialmente y a pesar de
que la normativa vigente establece que el pro-
grama de acogimiento residencial debería te-
ner un carácter excepcional y subsidiario de
otras medidas, sigue siendo uno de los servi-
cios a los que recurre la Administración pú-
blica en Galicia.
En 2014, en la Comunidad Autónoma de
Galicia había 1.739 menores en situación de
tutela y 765 menores en situación de guarda6
(Tabla 1). De ellos, se otorgó la guarda a un
Tabla 1. Menores según el tipo de guarda. Galicia, 2014
Menores, según el tipo de guarda
Niños Niñas Total
Guarda administrativa 381 355 736
Guarda judicial 18 11 29
Tutela 929 810 1.739
Fuente: Adaptación de Xunta de Galicia (2015). Estadística de pro-
tección de menores, 2014. Santiago de Compostela: Consellería de
Política Social. Dirección Xeral de Familia, Infancia e Dinamización.
6 Los datos de menores en situación de guarda solo reflejan la guarda rogada (administrativa) y la guarda judicial, que com-
plementan el dato de menores en situación de tutela.
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núcleo familiar mediante el programa de aco-
gimiento familiar a un total de 1.326 meno-
res (48,1 por ciento). Por el contrario, se acor-
dó una medida de acogimiento de tipo
residencial para un total de 1.430 menores
(51,9 por ciento). De los datos recogidos de
esta estadística (Xunta de Galicia, 2015) pa-
rece desprenderse que, en el caso de 252 me-
nores, tuvo lugar más de una medida de aco-
gimiento; es decir, que se beneficiaron del
programa de acogimiento en sus modalida-
des familiar y residencial.
Estos datos contrastan con los globales de
España, donde el acogimiento residencial se
aplicó, tal y como se ha visto ya, para el 38,2
por ciento de los menores, frente al 61,8 por
ciento del acogimiento familiar. Esta situa-
ción se debe, entre otras razones, al poco des-
arrollo de los programas de acogimiento fa-
miliar y al todavía escaso número de familias
acogedoras en esta Comunidad. Como pode-
mos observar en el Gráfico 1, en los últimos
ejercicios incluso puede observarse un lige-
ro repunte de la medida de acogimiento resi-
dencial frente a la familiar.
5.2. Sobre los centros, su tipología y nú-
mero de plazas
Los datos recogidos en el Registro único de
entidades prestadoras de Servicios Sociales
informan de un total de 67 centros en los que
se desarrolla el programa de acogimiento re-
sidencial (Tabla 2). La tipología de Casa de
familia representa el mayor número de cen-
tros (40,3 por ciento) seguida de los Centros
con hogares (25,4 por ciento) y las miniresi-
dencias (20,9 por ciento).
Los equipamientos residenciales para me-
nores en la Comunidad Autónoma de Galicia
son, en su gran mayoría, centros que pertene-
cen a entidades de iniciativa social y que tam-
bién desarrollan su gestión (80,6 por cien-
to). Es destacable además, la inexistencia de
centros privados lucrativos. Los centros de
iniciativa pública representan el 19,4 por
ciento del total, 12 de ellos de titularidad au-
tonómica y uno dependiente de una Diputa-
ción Provincial.
Ahora bien, si analizamos los datos por el
número de plazas la lectura de los mismos
cambia notablemente la situación (Tabla 3).
Más de la mitad de los menores acogidos en
dispositivos de tipo residencial están ubica-
dos en Centros con hogares (53,8 por ciento).
Las Casas de familia, que eran la tipología de
centro más frecuente, por número de plazas
representan el 21,7 por ciento de los casos.
Es relevante también la escasez de plazas
en Viviendas de transición a la vida autóno-
ma. Sólo existen 8 plazas disponibles para to-
da la Comunidad Autónoma, ubicadas en las
provincias de Pontevedra y Ourense.
Los centros de iniciativa pública suponen,
por número de plazas, el 42 por ciento del to-
tal de plazas existentes que supone un incre-
mento notable si se compara con el porcen-
taje que representa por número de centros.
Ahora bien, es importante añadir también que
de las 476 plazas de iniciativa pública, un to-
tal de 124 están gestionadas de forma indi-
recta por entidades de iniciativa social.
Tanto el número total de centros como el
número total de plazas de nuestro estudio in-
crementan notablemente los datos recogidos
en la última Estadística de protección de me-
nores correspondiente al año 2014 (Xunta de
Galicia, 2015) Así, el número total de centros
para el estudio del 2014 recoge un total de 62
equipamientos y 828 plazas. Esta diferencia
con nuestro trabajo no viene motivada a prio-
ri por una variación de los conciertos de la
Gráfico 1. Evolución de las tipologías de acogi-
miento en Galicia.
Fuente: Estadísticas de protección de menores
de la Xunta de Galicia, 2009-2012 y 2014.
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Administración autonómica gallega o por la
creación de nuevas plazas. Los datos de la Es-
tadística de la Xunta de Galicia recogen so-
lamente plazas públicas y concertadas y to-
das ellas dentro del ámbito de la protección
de menores. Nuestro estudio recoge la totali-
dad de plazas autorizadas (no sólo concerta-
das) en los centros según el Registro único de
entidades prestadoras de Servicios Sociales
y enmarcadas dentro de los ámbitos de: 1) la
protección de menores; 2) menores en con-
flicto; 3) y también plazas para menores con
necesidades de atención específica.
5.3. Sobre el perfil del menor acogido
Atendiendo al perfil del menor usuario de la
plaza, entre todos los centros de la Comuni-
dad Autónoma sólo encontramos 3 en los que
consta que el centro está destinado a meno-
res con necesidades de atención específica,
lo que suponen un total de 42 plazas. Si se ob-
serva el perfil del personal técnico del que
disponen y los programas que desarrollan,
podemos concluir que corresponden a dispo-
sitivos encaminados a la atención de meno-
res con problemáticas de salud mental. Nin-
guno de ellos aparece vinculado a programas
o servicios específicos para personas con dis-
capacidad de tipo físico y/o sensorial.
5.4. Sobre los profesionales y los progra-
mas de los centros
La mayor parte de los centros de menores no
cuentan con personal sanitario específico por
lo que, en ese caso, los niños y adolescentes
acceden a los dispositivos de la red pública
de salud insertados en el entorno donde se 
encuentran situados dichos centros. De los
datos recabados en el Registro único de enti-
dades prestadoras de Servicios Sociales, ob-
servamos que sólo 4 centros del total de los
estudiados disponen de personal médico. En
dos de ellos aparece reflejado como personal
médico general y en otros dos como especia-
lista en psiquiatría. A esto cabe añadir que en
los cuatro supuestos su jornada laboral es par-
Tabla 2. Características de la plaza residencial según el tipo de centro
Provincia
A Coruña Lugo Ourense Pontevedra Total
N % N % N % N % N %
Tipología Casa de familia 5 27,8 4 33,3 4 30,8 14 58,3 27 40,3
del Centro
Centros con 
hogares 7 38,9 2 16,7 4 30,8 4 16,7 17 25,4
Mini residencias 4 22,2 5 41,7 2 15,4 3 12,5 14 20,9
Viviendas de 
transición — 0,0 — 0,0 1 7,7 1 4,2 2 3,0
Viviendas 
tuteladas 2 11,1 1 8,3 2 15,4 2 8,3 7 10,4
Iniciativa Privada — 0,0 — 0,0 — 0,0 — 0,0 — 0,0
de la
Pública 5 27,8 1 8,3 4 30,8 3 12,5 13 19,4Entidad
Social 13 72,2 11 91,7 9 69,2 21 87,5 54 80,6
Fuente: Registro único de entidades prestadoras de Servicios Sociales (2014).
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cial, entre 3 y 10 horas semanales, dependien-
do del caso.
De los servicios que prestan los centros, y
que constan registrados en el Registro único
de entidades prestadoras de Servicios Socia-
les, destacan por su frecuencia el servicio de
atención psicológica, el servicio de integra-
ción sociolaboral, los servicios de tipo reli-
gioso y el servicio de estimulación cognitiva.
6. Conclusiones
Vistos los resultados que acabamos de pre-
sentar, podemos afirmar que el acogimiento
residencial de menores en la Comunidad Au-
tónoma de Galicia no es en la actualidad una
medida de protección de carácter residual. La
medida de acogimiento residencial sigue
acordándose en el 51,9 por ciento de las guar-
das de menores que asume la Administración,
por lo que no cumple su carácter de medida
subsidiaria de otras (principalmente del aco-
gimiento familiar).
En relación a los centros donde se lleva a
cabo esta medida, de nuestra investigación se
desprenden las siguientes conclusiones:
— Si atendemos al número de centros,
son mayoría los equipamientos denominados
Casa de familia (40,3 por ciento).
— Si atendemos al número de plazas, la
mayoría de menores en situación de guarda
se encuentran alojados en estructuras del ti-
po Centros con hogares (53,8 por ciento del
total de plazas autorizadas).
— Los centros de la Comunidad Autóno-
ma son, en su mayor parte, propiedad de en-
tidades de iniciativa social (80,6 por ciento)
que gestionan de forma directa el 58 por cien-
to de las plazas totales disponibles. A este por-
centaje hay que añadir el 25 por ciento apro-
Tabla 3. Características de la plaza residencial según el número de plazas existentes
Provincia
A Coruña Lugo Ourense Pontevedra Total
N % N % N % N % N %
Tipología Casa de familia 54 14,1 44 23,4 32 14,7 116 33,6 246 21,7
del Centro
Centros con 
hogares 255 66,4 4 28,7 136 62,7 165 47,8 610 53,8
Mini residencias 59 15,4 82 43,6 29 13,4 46 13,3 216 19,0
Viviendas de
transición — 0,0 — 0,0 4 1,8 4 1,2 8 0,7
Viviendas
tuteladas 16 4,2 8 4,3 16 7,4 14 4,1 54 4,8
Total 384 100,0 188 100,0 217 100,0 345 100,0 1.134 100,0
Iniciativa Privada — 0,0 — 0,0 — 0,0 — 0,0 — 0,0
de la
Pública 192 50,0 32 17,0 134 61,8 118 34,2 476 42,0Entidad
Social 192 50,0 156 83,0 83 38,2 227 65,8 658 58,0
Total 384 100,0 188 100,0 217 100,0 345 100,0 1.134 100,0
Fuente: Registro único de entidades prestadoras de Servicios Sociales (2014).
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ximadamente de las plazas de centros de ini-
ciativa pública que gestionan de forma indi-
recta.
— El personal que presta servicios en los
centros es principalmente del ámbito socioe-
ducativo. Se detecta una carencia de perso-
nal sanitario en los equipamientos estudia-
dos. En los centros que disponen de personal
médico (solo 4) estos profesionales desem-
peñan su trabajo con una intensidad inferior
incluso a una media jornada laboral.
— Respecto de los programas desarrolla-
dos en los centros para los menores con dis-
capacidad solo aparecen registrados servicios
para personas con problemas de salud men-
tal. No hay referencia a programas específi-
cos para menores con discapacidad física y/o
sensorial.
— De todos los centros estudiados (67),
sólo 3 de ellos están dirigidos a la atención
de menores con necesidades específicas.
— Del mismo modo, detectamos un ba-
jo número de plazas (8) en la tipología de Vi-
viendas de transición a la vida autónoma, des-
tinadas a menores que cumplida su mayoría
de edad siguen necesitando de apoyos para
promocionar su autonomía personal.
El presente trabajo comporta un mayor co-
nocimiento de las características y de los pro-
gramas desarrollados en los centros de tipo
residencial para menores en Galicia. Los re-
sultados obtenidos apoyan la necesidad de fa-
vorecer una mayor coordinación entre los de-
partamentos del área de familia y menores y
del área de discapacidad y dependencia para
conseguir implementar servicios específicos.
Sin embargo, queremos resaltar que sería
necesario realizar un análisis mucho más am-
plio considerando principalmente las carac-
terísticas «reales» de los menores atendidos,
para determinar los cambios y mejoras a te-
ner en cuenta para la consecución de una ver-
dadera atención integral, tanto en las áreas
socioeducativa como en la sanitaria, que po-
sibilite una mayor autonomía para los meno-
res con discapacidades.
Por último, no podemos dejar de expresar
las nuevas expectativas que se abren con la
modificación de la Ley Orgánica de protec-
ción jurídica del menor. Sus modificaciones
a través de Ley Orgánica 8/2015, de 22 de ju-
lio, de modificación del sistema de protec-
ción a la infancia y a la adolescencia y la Ley
26/2015, de 28 de julio, de modificación del
sistema de protección a la infancia y a la ado-
lescencia, han contemplado las especiales cir-
cunstancias que viven los menores con dis-
capacidad en acogimiento residencial.
Todavía no se puede valorar en qué medi-
da y con qué ritmo serán implementadas, ha-
bida cuenta de que su aprobación sólo data
de julio de 2015. Sin embargo, la modifica-
ción del sistema de protección a la infancia y
a la adolescencia genera expectativas impor-
tantes a los profesionales que trabajan en los
centros de acogimiento residencial y esperan-
zas sobre una mejor atención a los menores
con discapacidad.
Si bien habrá que esperar para ver cómo
prosperan las nuevas medidas, al menos, han
sido recogidas en la legislación. Presentamos
una breve reseña de las mismas en relación a
la Ley 26/2015, de 28 de julio. Se indica:
Se impulsarán políticas compensatorias di-
rigidas a corregir las desigualdades sociales.
En todo caso, el contenido esencial de los de-
rechos del menor no podrá quedar afectado por
falta de recursos sociales básicos. Se garanti-
zará a los menores con discapacidad y a sus
familias los servicios sociales especializados
que su discapacidad precise (art. 11).
Ello afectaría a todas las medidas de los
centros incluyendo «condiciones físico-am-
bientales, higiénico-sanitarias, de accesibili-
dad y diseño universal y de recursos huma-
nos, así como a sus proyectos educativos
inclusivos, a la participación de los menores
y a las demás condiciones que contribuyan a
asegurar sus derechos» (art. 11, Ley 26/2015,
de 28 de julio).
Se incide sobre la atención a los menores
con discapacidad indicando que:
Los poderes públicos garantizarán los 
derechos y obligaciones de los menores con
discapacidad en lo que respecta a su custodia,
tutela, guarda, adopción o instituciones simi-
lares, velando al máximo por el interés supe-
rior del menor. Asimismo, garantizarán que
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los menores con discapacidad tengan los mis-
mos derechos respecto a la vida en familia. Pa-
ra hacer efectivos estos derechos y a fin de pre-
venir su ocultación, abandono, negligencia o
segregación velarán porque se proporcione
con anticipación información, servicios y apo-
yo generales a los menores con discapacidad
y a sus familias (art. 11.7).
En lo que respecta a la reintegración fa-
miliar, la Ley 26/2015, de 28 de julio inclu-
ye en su artículo 19 bis relativo a las disposi-
ciones comunes a la guarda y tutela, un
párrafo específico en relación a los menores
con discapacidad en los que se establece que
« en el caso de tratarse de un menor con dis-
capacidad, la Entidad Pública garantizará la
continuidad de los apoyos que viniera reci-
biendo o la adopción de otros más adecuados
para sus necesidades». Así mismo, cuando ya
se haya producido la reunificación familiar
«la Entidad Pública realizará un seguimien-
to posterior de apoyo a la familia del menor».
En lo que respecta a las obligaciones bá-
sicas del acogimiento residencial, señala:
f) Potenciarán la educación integral e in-
clusiva de los menores, con especial conside-
ración a las necesidades de los menores con
discapacidad, y velarán por su preparación pa-
ra la vida plena, de manera especial su esco-
larización y formación.
En el caso de los menores de dieciséis a die-
ciocho años uno de los objetivos prioritarios
será la preparación para la vida independien-
te, la orientación e inserción laboral (art. 21).
En relación a la habilitación de los centros
de acogimiento residencial se vuelve a insis-
tir en los menores con discapacidad exigien-
do «estándares de calidad7 y accesibilidad por
cada tipo de servicio» y
Prestando especial atención a la seguridad,
sanidad, accesibilidad para personas con dis-
capacidad, número, ratio y cualificación pro-
fesional de su personal, proyecto educativo,
participación de los menores en su funciona-
miento interno y demás condiciones que con-
tribuyan a asegurar sus derechos.
En lo que respecta a los derechos de los
menores acogidos, se vuelven a identificar
las especiales condiciones que deben tomar-
se con menores con discapacidad:
El menor acogido, con independencia de
la modalidad de acogimiento en que se en-
cuentre, tendrá derecho a: (...) f) Recibir con
la suficiente anticipación la información, los
servicios y los apoyos generales que sean ne-
cesarios para hacer efectivos los derechos de
los menores con discapacidad; (...) i) Recibir
el apoyo educativo y psicoterapéutico que sea
necesario (art. 21 bis).
Especialmente esperanzador parece la im-
plementación, que alude a los Programas de
preparación para la vida independiente, im-
prescindibles, a nuestro juicio, para los me-
nores con discapacidad en su tránsito a la des-
institucionalización aunque no aparezcan
explícitamente nombrados:
Las Entidades Públicas ofrecerán progra-
mas de preparación para la vida independien-
te dirigidos a los jóvenes que estén bajo una
medida de protección, particularmente en aco-
gimiento residencial o en situación de espe-
cial vulnerabilidad, desde dos años antes de su
mayoría de edad, una vez cumplida esta, siem-
pre que lo necesiten, con el compromiso de
participación activa y aprovechamiento por
parte de los mismos. Los programas deberán
propiciar seguimiento socioeducativo, aloja-
miento, inserción socio-laboral, apoyo psico-
lógico y ayudas económicas (art. 22 bis).
El tiempo, nos indicará, cómo se irán ar-
ticulando todo este conjunto de nuevas me-
didas destinadas a favorecer la calidad de vi-
da de los menores con discapacidad en los
centros residenciales en España y Galicia.
7 Del Valle, Bravo, Martínez y Santos publicaron en 2012, Estándares de calidad en acogimiento residencial EQUAR, sobre
los que se han basado principalmente los estándares de calidad exigidos en las leyes de modificación del sistema de pro-
tección a la infancia y a la adolescencia.
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